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Diario Oficial de la Federación. 
 
 
Secretaría del Trabajo y Previsión Social. 
 
Se publica el pasado 04 de agosto, AVISO por 
el que se da a conocer la modificación a los 
Lineamientos Operativos que en materia de 
Inspección Federal del Trabajo debe aplicar el 
personal inmerso en el Proceso de Inspección, 
publicados el 11 de junio de 2025, consultable 
en;  
https://www.gob.mx/stps/documentos/lineamie
ntos-operativos-en-materia-de-inspeccion-
federal-del-trabajo-que-debe-aplicar-el-
personal-inmerso-en-el-proceso-de-
inspeccion?state=published 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi
go=5764535&fecha=04/08/2025#gsc.tab=0 
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Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
 
Se publica el pasado 06 de agosto Acuerdo Interinstitucional por el que se otorgan 
facilidades administrativas para la importación temporal de mercancías destinadas a 
la Copa Mundial de Fútbol 2026, que de conformidad con la Ley Aduanera, el régimen 
de importación temporal se refiere a la entrada al país de mercancías para 
permanecer en él por tiempo limitado y con una finalidad específica, siempre que 
retornen al extranjero en el mismo estado; particularmente, en el caso de mercancías 
destinadas a eventos deportivos. 
 
 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5764897&fecha=06/08/2025#gsc.
tab=0 
 
Secretaría de Economía. 
 
El pasado 07 de agosto, se publica el Acuerdo por el que se emite la Declaratoria del 
Polo de Desarrollo Económico para el Bienestar Nezahualcóyotl, Estado de México. 
 
Con éste acuerdo se busca alcanzar el desarrollo económico sostenible y equitativo 
en todo el país; generar empleos dignos y bien remunerados; fortalecer el progreso 
científico, tecnológico y la innovación; ampliar el acceso a la educación media 
superior y superior y su vínculo con el Plan Nacional de Desarrollo, a fin de alcanzar 
el bienestar de las mexicanas y los mexicanos; además que brindan beneficios 
tributarios a los contribuyentes que realicen actividades económicas productivas al 
interior de los Polos de Desarrollo Económico para el Bienestar y a las personas 
morales que hayan obtenido Autorización que los acredite como Desarrolladores. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5764903&fecha=07/08/2025#gsc.
tab=0 
 
 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 
El pasado 08 de agosto, el INEGI publica el índice Nacional de Precios al Consumidor 
aplicable al mes de julio de 2025, el cual asciende a 140.780. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5765047&fecha=08/08/2025#gsc.
tab=0 
 
CRITERIOR PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 
 

Registro digital: 2030778 
Instancia: Pleno 
Undécima Época 
Materias(s): Civil 
Tesis: P./J. 14/2025 (11a.) 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
ACCIÓN DE NULIDAD DE JUICIO CONCLUIDO. ES IMPROCEDENTE CUANDO 
LA LEGISLACIÓN PROCESAL NO LA PREVÉ, INCLUSIVE BAJO EL SUPUESTO 
DE PROCESO FRAUDULENTO. 
 
Hechos: Las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvieron criterios 
contradictorios al analizar si procede la acción de nulidad de juicio concluido cuando 
no la prevé expresamente la legislación procesal. Mientras que la Primera Sala 
sostuvo que es excepcionalmente procedente bajo el supuesto de proceso 
fraudulento; la Segunda Sala determinó que no es procedente ni siquiera bajo dicho 
supuesto, en atención a la autoridad de la cosa juzgada. 
 
Criterio jurídico: La acción de nulidad de juicio concluido es improcedente cuando la 
legislación procesal no la prevea expresamente, aun bajo el supuesto de proceso 
fraudulento.  
 
Justificación: Al fallar la contradicción de tesis 26/2003-PL, este Tribunal Pleno 
concluyó que la posibilidad jurídica de solicitar la nulidad de un juicio concluido por 
simulación de juicio y de origen fraudulento no estaba respaldada en la normatividad 
laboral, porque: 1) el artículo 848 de la Ley Federal del Trabajo, en su texto anterior 
a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019, 
establece la inmutabilidad de los laudos pronunciados por las Juntas de Conciliación 
y Arbitraje al prohibir su impugnación; y 2) la inexistencia de norma expresa que 
permita ejercer la acción de nulidad de juicio concluido por simulación de juicio y de 
origen fraudulento en materia laboral, refleja la voluntad del legislador de no 
establecer tal posibilidad. Reiterando esa postura, cuando la legislación procesal no 
prevea expresamente la acción de nulidad de juicio concluido es improcedente, aun 
bajo el supuesto de proceso fraudulento.  
 
PLENO. 
 
Contradicción de criterios 393/2023. Entre los sustentados por la Primera y la 
Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 6 de marzo de 2025. 
Mayoría de cinco votos de las Ministras y de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Yasmín Esquivel Mossa, Ana Margarita Ríos Farjat, quien anunció voto 
concurrente, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán, separándose de algunas 
consideraciones contenidas en los párrafos 68, 69, 70 y 71 de la sentencia. Ausente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Votaron en contra Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Loretta Ortiz Ahlf, Lenia Batres Guadarrama y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Frida Rodríguez Cruz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 
contradicción de tesis 275/2011, la cual dio origen a la tesis jurisprudencial 2a./J. 
158/2011 (9a.), de rubro: "NULIDAD DE JUICIO CONCLUIDO. ES IMPROCEDENTE 
EN MATERIA LABORAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 2, octubre de 2011, página 1280, con número 
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de registro digital: 160814, y 
 
El sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
resolver el amparo directo 11/2018.  
 
El Tribunal Pleno, el ocho de julio de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 
14/2025 (11a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a ocho de 
julio de dos mil veinticinco.  
 
Registro digital: 2030791 
Instancia: Pleno 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: P./J. 13/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS. CUANDO DESECHA UN 
MEDIO DE IMPUGNACIÓN CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD PARA 
EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. 
 
Hechos: La Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
sustentaron criterios contradictorios al analizar si procede el amparo indirecto contra 
actuaciones o resoluciones que culminan o tienen por efecto no continuar el 
procedimiento no jurisdiccional de protección de los derechos humanos ante la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Mientras que la Primera Sala 
consideró que sí procede, ya que la Comisión puede ser considerada como autoridad 
para efectos del juicio de amparo cuando desecha un medio de impugnación por 
improcedente; la Segunda Sala determinó que no son impugnables en esa vía los 
procedimientos tramitados ante la Comisión, así como ninguna de sus actuaciones 
en su substanciación, incluyendo la resolución que deba recaer a los mismos, ya sea 
una recomendación, un acuerdo de no responsabilidad, el desechamiento o el 
requerimiento de mayor información con el fin de emitir una recomendación. 
 
Criterio jurídico: Por regla general el juicio de amparo es improcedente contra los 
actos u omisiones de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos dentro de los 
procedimientos sometidos a su conocimiento, distintos a las recomendaciones que 
emite, pero excepcionalmente, sin ser limitativo, procede cuando desecha un medio 
de impugnación por improcedente, al tratarse de un acto que crea, modifica o 
extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria. 
 
Justificación: De la interpretación de los artículos 103 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y 107 de la Ley de Amparo, deriva que el juicio de 
amparo no es un medio de impugnación para analizar la validez de los actos u 
omisiones del referido organismo constitucional autónomo. Lo contrario trastocaría 
su naturaleza y función establecidas constitucionalmente, pues sus determinaciones 
no son vinculantes y la fuerza de sus resoluciones se basa únicamente en su 
autoridad moral. Sin embargo, excepcionalmente procede el amparo cuando 
desecha un medio de impugnación por improcedente. Aunque en amparo no se 
puede analizar si se tiene derecho a la emisión de una recomendación, lo cierto es 
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que los recurrentes tienen derecho a que la Comisión tramite las inconformidades 
con apego a la ley y, por tanto, un desechamiento ilegal y arbitrario podría afectar la 
esfera jurídica de los quejosos. 
 
PLENO. 
 
Contradicción de criterios 222/2024. Entre los sustentados por la Primera y la 
Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 19 de mayo de 2025. 
Mayoría de cinco votos de las Ministras y de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez 
Potisek y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausentes: Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Votaron en contra Yasmín Esquivel Mossa, Lenia 
Batres Guadarrama y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Edith Guadalupe Esquivel Adame. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 
contradicción de tesis 183/2017, la cual dio origen a la tesis jurisprudencial 1a./J. 
23/2018 (10a.), de rubro: “PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO CUANDO LA 
COMISIÓN NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS DESECHA UN RECURSO DE 
IMPUGNACIÓN POR IMPROCEDENTE.”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 5 de octubre de 2018 a las 10:15 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 59, Tomo I, octubre de 
2018, página 716, con número de registro digital: 2018074, y 
 
El sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
resolver el amparo en revisión 742/2015. 
 
El Tribunal Pleno, el ocho de julio de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 
13/2025 (11a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a ocho de 
julio de dos mil veinticinco. 
 
Registro digital: 2030862 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 140/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
PRESCRIPCIÓN DE CRÉDITOS FISCALES QUE DERIVAN DE MULTAS 
IMPUESTAS EN SENTENCIAS PENALES. EL PLAZO DE CINCO AÑOS PARA SU 
COBRO, REGULADO EN EL CÓDIGO FISCAL PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, 
NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE PROGRESIVIDAD NI DE REINSERCIÓN 
SOCIAL. 
 
Hechos: Una persona fue condenada por el delito de extorsión agravada y se le 
impuso una pena de prisión y multa, por lo que un juez de ejecución inició el cobro 
de esta sanción pecuniaria. Posteriormente, el sentenciado solicitó que se declarara 
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prescrita la sanción, al haber transcurrido más de un año desde su imposición. El 
juez rechazó la solicitud porque consideró que no había prescrito el crédito fiscal 
derivado de esa multa, pues aún no transcurrían cinco años para su cobro conforme 
a lo establecido en los artículos 13 y 50 del Código Fiscal del Distrito Federal (hoy 
Ciudad de México). 
Inconforme, el sentenciado promovió un juicio de amparo indirecto, alegando que los 
referidos preceptos vulneran los principios de reinserción social y progresividad. Al 
resolverse el juicio de amparo se desestimaron estos planteamientos por resultar 
extemporáneos. En desacuerdo, el quejoso interpuso un recurso de revisión, en el 
que el Tribunal Colegiado del conocimiento revocó esa decisión y remitió el asunto a 
la Suprema Corte de Justicia de la la Nación para que resolviera el problema de 
constitucionalidad planteado. 
 
Criterio jurídico: El plazo de cinco años para la prescripción de los créditos fiscales 
que derivan de multas impuestas en sentencias penales que establece el Código 
Fiscal del Distrito Federal (hoy Ciudad de México), no vulnera el principio de 
progresividad de los derechos humanos, pues la norma que lo regula mantiene 
vigente esa previsión desde su publicación, aunado a que al tratarse de una regla 
sobre ejecución de sanciones pecuniarias, no incide en la libertad de las personas 
sentenciadas que se encuentran recluidas para lograr su adecuada reinserción a la 
sociedad. 
 
Justificación: El artículo 116 del Código Penal aplicable en la Ciudad de México 
establece el plazo de un año para ejecutar las multas impuestas en procesos 
penales. En cambio, el Código Fiscal local prevé en sus artículos 13 y 50 que, una 
vez que la multa no es cubierta en ese plazo legal, constituye un crédito fiscal para 
cuya gestión de cobro se dispone un plazo de cinco años, de lo contrario, opera su 
prescripción. 
No se debe confundir entre las sanciones previstas en las normas penal y fiscal 
mencionadas, pues para su prescripción disponen plazos diversos sobre figuras 
jurídicas distintas (multa, como sanción penal y crédito fiscal). 
Además, las normas fiscales referidas no han sufrido modificaciones en la 
conceptualización de los créditos fiscales, ni en el plazo de prescripción de cinco 
años para que las autoridades hacendarias realicen las gestiones de cobro para 
hacerlos efectivos, de manera que no establecen una regresión en cuanto a la 
protección de algún derecho humano, pues mantienen vigentes sus previsiones 
desde la promulgación del ordenamiento al que pertenecen. Por lo tanto, dichas 
normas no vulneran el principio de progresividad regulado en el artículo 1o. 
constitucional. 
Aunado a lo anterior, la existencia de créditos fiscales y el plazo de prescripción para 
su cobro, que regulan los artículos 13 y 50 antes señalados, no restringe ni incide en 
los derechos de las personas reclusas al trabajo, a su capacitación, educación, 
deporte, salud, a la realización de actividades culturales generales o en el 
reconocimiento y respeto a la cultura y religión, ni se relaciona con su libertad o el 
lugar de su internamiento, manteniendo así el objetivo de su reintegración social, por 
lo que dichas normas no transgreden el artículo 18 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
 
PRIMERA SALA. 
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Amparo en revisión 550/2024. 6 de noviembre de 2024. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien se separa de los párrafos veintisiete al treinta y seis y formuló voto 
concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se 
separa de los párrafos cuarenta y ocho al cincuenta, y sesenta y dos. Disidente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl 
Armando Patiño Lara. 
 
Tesis de jurisprudencia 140/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de nueve de julio de dos mil veinticinco. 
 
Registro digital: 2030859 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: 2a./J. 41/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
PRÁCTICAS MONOPÓLICAS. LA AMPLIACIÓN DEL PERIODO DE 
INVESTIGACIÓN CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 71, PÁRRAFO CUARTO, DE LA 
LEY FEDERAL DE COMPETENCIA ECONÓMICA, NO VIOLA EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
Hechos: Diversas personas fueron sancionadas por la Comisión Federal de 
Competencia Económica (Cofece) con motivo de un procedimiento de investigación 
por prácticas monopólicas. En amparo indirecto reclamaron el artículo referido. 
Estimaron que viola el derecho a la seguridad jurídica, porque no regula de manera 
clara los parámetros ni el procedimiento para ampliar el periodo de investigación, lo 
que conlleva que no exista certeza de cómo se ejercerá esa facultad. El Juzgado de 
Distrito negó la protección constitucional. En el recurso de revisión, el Tribunal 
Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 71, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Competencia 
Económica no viola el derecho a la seguridad jurídica. 
 
Justificación: El artículo citado establece que la autoridad puede ampliar el periodo 
de investigación en el procedimiento administrativo sancionador por prácticas 
monopólicas hasta por cuatro ocasiones, siempre y cuando existan causas 
debidamente justificadas para ello. Dicha norma no viola el derecho a la seguridad 
jurídica porque constituye un lineamiento suficientemente claro para dirigir las 
actuaciones de la autoridad. Su ejercicio está restringido a la existencia de causas 
debidamente justificadas. Que no prevea todos los supuestos que pueden ser 
considerados como justificados para ampliar el periodo de investigación no implica 
que se viole el referido derecho, ya que es imposible que el legislador pueda prever 
todas las circunstancias fácticas de aplicación de la norma. 
 
SEGUNDA SALA. 
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Amparo en revisión 676/2024. Centrum Promotora Internacional, S.A. de C.V. y otros. 
13 de noviembre de 2024. Cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 
quien se apartó de consideraciones y votó por razones adicionales, Luis María 
Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Lenia Batres Guadarrama. Secretaria: Martha Nayeli 
Núñez Cosio. 
 
Tesis de jurisprudencia 41/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dos de julio de dos mil veinticinco. 
 
Registro digital: 2030799 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Laboral 
Tesis: 2a./J. 37/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. DEBE AGOTARSE CUANDO ADMITIDA LA 
DEMANDA, DE LA CONTESTACIÓN O LAS PRUEBAS OFRECIDAS, LA PARTE 
ACTORA AMPLÍA LA DEMANDA Y SEÑALA A UNA DIVERSA PERSONA COMO 
DEMANDADA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al analizar si es necesario agotar la etapa de conciliación prejudicial 
cuando, admitida la demanda, de los datos obtenidos en la contestación o de las 
pruebas ofrecidas, la parte actora amplía la demanda y señala a una diversa persona 
como demandada. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que debe agotarse el procedimiento de conciliación prejudicial cuando, 
admitida la demanda, de los datos obtenidos en la contestación o de las pruebas 
ofrecidas en el juicio la parte actora amplía la demanda y señala a una diversa 
persona como demandada. 
 
Justificación: Con motivo de la reforma constitucional y legal en materia de justicia 
laboral, la etapa de conciliación, como mecanismo alternativo de solución de 
controversias se elevó a rango constitucional, como se advierte del artículo 123, 
apartado A, fracción XX, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Por tanto, al constituir una instancia obligatoria y previa a la que 
deben acudir trabajadores y patrones, es necesario agotarla en los casos como el 
citado. En tal supuesto el Tribunal Laboral, una vez que verifique que no se actualiza 
alguna de las hipótesis de excepción, debe ordenar la devolución del expediente al 
Centro de Conciliación para que agote el procedimiento establecido en el Título Trece 
Bis de la Ley Federal del Trabajo respecto de quienes se amplió la demanda y 
suspender el juicio en relación con los demás demandados mientras se instaura el 
procedimiento de conciliación. 
 
SEGUNDA SALA. 
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Contradicción de criterios 44/2025. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 21 de mayo de 2025. Cuatro votos 
de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Alberto Pérez Dayán, Lenia Batres 
Guadarrama y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
María Cristina Villeda Olvera. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 852/2023, y el diverso sustentado por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, al resolver el 
amparo directo 964/2022. 
 
Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 964/2022, resuelto por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, derivó la tesis 
aislada XVI.1o.T.9 L (11a.), de rubro: "CONSTANCIA DE NO CONCILIACIÓN. NO 
ES EXIGIBLE SI CON MOTIVO DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA O DE 
LAS PRUEBAS OFRECIDAS POR LA PERSONA CONTRA QUIEN SE INICIÓ EL 
JUICIO LABORAL, EN LA ETAPA ESCRITA DEL PROCEDIMIENTO APARECE UN 
POSIBLE PATRÓN NO DEMANDADO Y EL ACTOR AMPLÍA EL ESCRITO INICIAL 
EN SU CONTRA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
26 de enero de 2024 a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 33, Tomo VI, enero de 2024, página 5924, con 
número de registro digital: 2028059. 
 
Tesis de jurisprudencia 37/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dos de julio de dos mil veinticinco.  
 
Registro digital: 2030804 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: 2a./J. 34/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS. EL ARTÍCULO 58, FRACCIÓN I, DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO OBLIGA AL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA A VERIFICAR 
PRELIMINARMENTE EL INFORME RELATIVO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al analizar el alcance que tiene para las Salas, Secciones o el Pleno 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa el informe de cumplimiento presentado 
por la autoridad demandada respecto de una sentencia. Mientras que uno estimó que 
esa disposición no obliga a las instancias referidas a verificar si el informe cumple 
con lo determinado en la sentencia definitiva; el otro concluyó que sí las obliga a 
estudiarlo de manera exhaustiva para tener por aprobado el cumplimiento. 
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el procedimiento de cumplimiento de oficio previsto en el artículo 58, 
fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo obliga al 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa a examinar preliminarmente el informe 
relativo de la autoridad, con el fin de verificar si cumplió con la sentencia definitiva. 
 
Justificación: El artículo mencionado prevé dos mecanismos para asegurar el pleno 
cumplimiento de las sentencias del Tribunal Federal de Justicia Administrativa: 1) el 
de oficio (fracción I), el cual tiene como finalidad que sus Salas, Secciones o el Pleno 
resuelvan si se acreditó su cumplimiento o, en su caso, decidan si hubo 
incumplimiento injustificado. Para ello deben analizar, de manera preliminar, si los 
alcances del cumplimiento se ajustaron a la resolución pronunciada, pues constituye 
una obligación que deben acatar oficiosamente; y 2) el procedimiento a petición de 
parte (fracción II), en el que la parte actora, mediante el recurso de queja, puede 
plantear la revisión del cumplimiento de la sentencia ante el tribunal conforme a sus 
pretensiones particulares en cuanto al exceso o defecto de su cumplimiento. En ese 
contexto, las Salas, Secciones o el Pleno deben realizar las gestiones necesarias 
para asegurar el cumplimiento de sus sentencias conforme a los artículos 17, párrafo 
segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 25, numeral 
2, inciso c), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de los que deriva 
que el acceso efectivo a la administración de justicia no se agota con la existencia de 
un recurso sencillo y rápido, sino que abarca la garantía del cumplimiento de la 
resolución dictada, con lo que se cumple con los principios de justicia pronta, 
completa, imparcial y gratuita. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Contradicción de criterios 183/2024. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, y el Primer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia 
en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, en auxilio del Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 6 de noviembre de 2024. 
Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, 
Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Lenia Batres Guadarrama. Secretario: César Villanueva Esquivel. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con 
residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, al resolver los amparos en 
revisión 219/2020 (cuaderno auxiliar 103/2021) y 68/2020 (cuaderno auxiliar 
138/2021), los cuales dieron lugar a la tesis aislada (IV Región)1o.9 A (11a.), de 
rubro: "SENTENCIAS DICTADAS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA. LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO NO OBLIGA A LAS SALAS DE DICHO ÓRGANO A VERIFICAR 
OFICIOSAMENTE SI EN LA RESOLUCIÓN DE CUMPLIMIENTO LA AUTORIDAD 
DEMANDADA ATENDIÓ SUS EFECTOS, PUES EL PARTICULAR CUENTA CON 
EL RECURSO DE QUEJA SI CONSIDERA QUE NO FUE ASÍ.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de julio de 2021 a las 10:16 horas 
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y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 3, 
Tomo II, julio de 2021, página 2444, con número de registro digital: 2023381, y 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa 
del Décimo Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 85/2023. 
 
Tesis de jurisprudencia 34/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de cuatro de junio de dos mil veinticinco.  
 
Registro digital: 2030869 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: 2a. III/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
RÉGIMEN SIMPLIFICADO DE CONFIANZA. EL ARTÍCULO 113-I, PÁRRAFO 
PRIMERO, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA NO VIOLA EL 
ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
 
Hechos: Una persona impugnó mediante juicio de nulidad la resolución por la cual la 
autoridad hacendaria le informó que se actualizó la información en el Registro 
Federal de Contribuyentes, porque incumplió con la obligación de presentar su 
declaración anual para continuar tributando en el régimen simplificado de confianza, 
por lo que a partir del 1 de enero de 2022 debía cumplir con sus obligaciones fiscales 
conforme al régimen de actividades empresariales y profesionales a que se refiere el 
Capítulo II, Sección I, del Título IV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta. El Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa reconoció la validez de dicha resolución. La 
contribuyente promovió amparo directo que le fue negado, por lo que interpuso 
recurso de revisión en el que planteó que el artículo 113-I citado es inconstitucional, 
porque prevé una sanción excesiva y desproporcional, en relación con la conducta 
que se sanciona. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 113-I, párrafo primero, de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, no establece una sanción excesiva o desproporcionada, por lo que no viola el 
artículo 22 constitucional. 
 
Justificación: El régimen simplificado de confianza (optativo al general de ley) busca 
simplificar la tributación de quienes reúnan los requisitos correspondientes sin 
necesidad de tener contadores, así como disminuir la carga administrativa, basado 
en la confianza en el contribuyente, pero prevé requisitos y obligaciones que se 
deben cumplir, a fin de incorporarse y permanecer en dicho régimen. Si bien el 
artículo 113-I establece que los contribuyentes que no presenten su declaración 
anual dejarán de tributar en el régimen simplificado de confianza, ello no se traduce 
en una sanción, sino en la pérdida del beneficio fiscal al que se incorporaron de 
manera voluntaria por no cumplir con uno de los requisitos de permanencia. Esa 
consecuencia no se traduce en una medida excesiva o desproporcional, porque si el 
citado régimen obedece a cuestiones extrafiscales encaminadas a otorgar a 
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determinados contribuyentes un beneficio nominal o un incentivo, el incumplimiento 
de dicha obligación sólo puede producir una consecuencia, que es la pérdida de la 
oportunidad de permanecer en dicho régimen. No es posible analizar el precepto 
legal mencionado a la luz del principio de relación causa y efecto, o bien, medir la 
proporcionalidad entre la conducta y el bien jurídico afectado, ya que este ejercicio 
es aplicable para las disposiciones que prevén una sanción, mas no para las que 
prevén regímenes optativos y con determinados beneficios, ya que la sanción jurídica 
constituye una pena que establece una ley o reglamento para quienes la infringen 
con el propósito de imponer una carga a fin de inhibir en el futuro ese tipo de 
conductas, y como referente para que otras personas no cometan tal violación, lo 
que no guarda relación con la pérdida de un régimen de beneficios fiscales. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 1195/2025. Cristina Tamés Gómez. 14 de mayo de 2025. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Alberto Pérez Dayán 
y Lenia Batres Guadarrama. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretario: Mauricio Tapia Maltos. 
 
 
Registro digital: 2030870 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: 2a. II/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
RÉGIMEN SIMPLIFICADO DE CONFIANZA. LA REGLA 3.13.34 DE LA QUINTA 
RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 
PARA 2023, VIOLA EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 
 
Hechos: Una persona impugnó mediante juicio de nulidad la resolución por la cual la 
autoridad hacendaria le informó que se actualizó la información en el Registro 
Federal de Contribuyentes, porque incumplió con la obligación de presentar su 
declaración anual para continuar tributando en el régimen simplificado de confianza, 
por lo que a partir del 1 de enero de 2022 debía cumplir con sus obligaciones fiscales 
conforme al régimen de actividades empresariales y profesionales a que se refiere el 
Capítulo II, Sección I, del Título IV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta. El Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa reconoció la validez de dicha resolución. La 
contribuyente promovió amparo directo que le fue negado, por lo que interpuso 
recurso de revisión en el que planteó que el Tribunal Colegiado de Circuito fue omiso 
en analizar el concepto de violación relativo a que la referida regla 3.13.34 viola el 
principio de subordinación jerárquica, al establecer que la actualización de las 
obligaciones por la pérdida del régimen de simplificación sería hacia el pasado y de 
manera retroactiva. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la regla 3.13.34 de la Quinta Resolución de Modificaciones a la 
Resolución Miscelánea Fiscal para 2023, viola el principio de subordinación 
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jerárquica. 
 
Justificación: El artículo 113-I, párrafo primero, de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
no hace mención expresa de que la consecuencia de dejar de tributar conforme al 
régimen simplificado de confianza por no presentar la declaración anual u omitir tres 
o más pagos mensuales sea de manera inmediata, esto es, que opere de facto sin 
necesidad de un pronunciamiento de la autoridad hacendaria. Por ello, debe 
asumirse que requiere la declaración sobre el incumplimiento de la obligación y la 
terminación del régimen, con la consecuente declaratoria de que deberá seguir 
tributando en términos del Título IV, Capítulo II, Sección I o Capítulo III, de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, según corresponda. La norma no prevé que la pérdida del 
derecho de tributar conforme al régimen simplificado de confianza sea desde el inicio 
del ejercicio fiscal o en determinada fecha, sino que será a través de la emisión del 
acto en que se decrete el incumplimiento, la pérdida del régimen de beneficio y la 
incorporación al diverso en que se establece la obligación de continuar el 
cumplimiento de las obligaciones a futuro conforme al régimen general. 
Consecuentemente, la regla 3.13.34, que establece que cuando los contribuyentes 
incumplan con la presentación de su declaración anual, la autoridad fiscal actualizará 
sus obligaciones para que tributen desde el inicio del ejercicio que corresponda o 
desde el mes en que iniciaron operaciones en dicho ejercicio, conforme a lo dispuesto 
en el Capítulo II, Sección I o Capítulo III, del Título IV, de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, excede el contenido del citado artículo 113-I, párrafo primero, por lo que 
transgrede el principio de subordinación jerárquica. Dicha regla rebasa lo dispuesto 
por la ley al retrotraer las obligaciones de los contribuyentes que pierden su derecho 
de tributar bajo el régimen simplificado de confianza desde el inicio del ejercicio o 
desde el mes en que iniciaron operaciones en dicho ejercicio (esto es, hacia el 
pasado), siendo que la norma que reglamenta prevé que dicha actualización de los 
deberes se ajustará hacia el futuro (dejarán de tributar), es decir, a partir de que la 
autoridad hacendaria declare la existencia del incumplimiento (no presentar la 
declaración anual), para cumplir sus obligaciones tributarias a partir de ese momento 
conforme al régimen general correspondiente. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 1195/2025. Cristina Tamés Gómez. 14 de mayo de 2025. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Alberto Pérez Dayán 
y Lenia Batres Guadarrama. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretario: Mauricio Tapia Maltos. 
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